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INSTRUCIÓN N.3 de O PORRIÑO, a los que ha correspondido el 

Rollo RECURSO DE APELACION (LECN) 0000800 /2020, en los que 

aparece como parte apelante,  ORANGE ESPAGNE SAU, representado 

por el Procurador de los tribunales,    

, asistido por el Abogado    , y 

como parte apelada,    , representado 

por el Procurador de los tribunales,    

, asistido por el Abogado      

, siendo parte el MINISTERIO FISCAL, siendo  el 

Magistrado Ponente el Ilmo. Sr.      

. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 

 
PRIMERO.- Por el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de O 

Porriño, con fecha 31 de julio de 2.019, se dictó sentencia 
cuyo fallo textualmente dice: 
 
  

     “Que, debo estimar y estimo parcialmente la demanda 

interpuesta por el procurador    , en 

nombre y representación de     

contra la entidad ORANGE ESPAGNE, S.A.U., representada por el 

procurador don   , y en la que ha sido 

parte el Ministerio Fiscal; y, en consecuencia:  

 

     1. Debo declarar y declaro, que ORANGE ESPAGNE, S.A.U., 

ha cometido una intromisión ilegítima en el honor de la 

demandante,     al mantener sus 

datos indebidamente registrados en el fichero de morosos ASNEF 

EMPRESAS, condenándola a estar y pasar por ello.  

 

     2. Debo condenar y condeno a ORANGE ESPAGNE, S.A.U., a 

abonar a la parte actora la cantidad de nueve mil euros (9.000 

euros), en concepto de indemnización por daños morales 

derivados de su indebida inclusión en el fichero de morosos 

ASNEF EMPRESAS, más los intereses legales.  

 

     3. Debo requerir y requiero a ORANGE ESPAGNE, S.A.U., a 

llevar a cabo todos los actos necesarios para excluir al 

demandante del fichero de morosos ASNEF EMPRESAS, cancelando 

la referida inscripción o cualquier otra que pudiera existir 

por estos mismos hechos.  

 

     4. Debo absolver y absuelvo a la demandada de los 

restantes pedimentos instados en su contra.  
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este tipo de reclamaciones; que no se ha acreditado qué 

inconvenientes le ha producido la anotación , o la difusión 

del dato, y que no se ha acreditado el concreto perjuicio 

cuando el   le denegó inicialmente el estudio de 

un préstamo hasta que solventara la posición que tenía en el 

fichero ASNEF, ya que solo se denegó el estudio. Igualmente 

señala la necesidad de evitar que la tutela del derecho al 

honor se convierta en un juego meramente especulativo.  

La STS nº 237/2019, de 23 de abril, con remisión a la 

sentencia 261/2017, de 26 de abril, a la que remite a su vez 

la sentencia 604/2018, de 6 de noviembre hace una síntesis de 

la doctrina relevante sobre la materia: 

(i) En relación al art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, 

señala que contiene una presunción iuris et de iure, esto es, 

no susceptible de prueba en contrario, de existencia de 

perjuicio indemnizable, acreditada la intromisión ilegítima. 

Pero además razona que: (..) el hecho de que la valoración del 

daño moral no pueda obtenerse de una prueba objetiva no excusa 

ni imposibilita legalmente a los tribunales para fijar su 

cuantificación, "a cuyo efecto ha de tenerse en cuenta y 

ponderar las circunstancias concurrentes en cada caso ( 

sentencias de esta sala núm. 964/2000, de 19 de octubre , y 

núm. 12/2014, de 22 de enero )". Se trata, por tanto, "de una 

valoración estimativa, que en el caso de daños morales 

derivados de la vulneración de un derecho fundamental del art. 

18.1 de la Constitución , ha de atender a los parámetros 

previstos en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 , de 

acuerdo con la incidencia que en cada caso tengan las 

circunstancias relevantes para la aplicación de tales 

parámetros, utilizando criterios de prudente arbitrio". 

(ii) También ha afirmado la sala que no son admisibles las 

indemnizaciones de carácter meramente simbólico. 

Como declara la sentencia de esta Sala núm. 386/2011, de 

12 de diciembre, "según la jurisprudencia de esta sala (SSTS 

de 18 de noviembre de 2002 y 28 de abril de 2003 ) no es 

admisible que se fijen indemnizaciones de carácter simbólico, 

pues al tratarse de derechos protegidos por la CE como 

derechos reales y efectivos, con la indemnización solicitada 

se convierte la garantía jurisdiccional en un acto meramente 

ritual o simbólico incompatible con el contenido de los 

artículos 9.1 , 1.1 . y 53.2 CE y la correlativa exigencia de 

una reparación acorde con el relieve de los valores e 

intereses en juego ( STC 186/2001 , FJ 8)" ( STS 4 de 

diciembre 2014, rec. núm. 810/2013 ). 
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Partiendo pues de tales consideraciones, en el supuesto 

que nos ocupa, la demandante fue incluida ilegítimamente en el 

fichero de “morosos” en marzo de 2017, tomando conocimiento 

cuando solicitado un préstamo a una entidad financiera esta se 

lo comunica y que no tramitaran ni siquiera su estudio hasta 

que solventara la posición que tenía en el fichero ASNEF. De 

esta forma, es evidente que la inclusión en el registro ha 

sido conocido por personas ajenas al registro y a la supuesta 

deuda, y ha afectado a la consideración de su solvencia y 

seriedad en el ámbito mercantil y empresarial en que 

desarrolla su actividad hasta el punto de obstaculizarle la 

gestión con una entidad financiera de un préstamo para la 

continuidad de su actividad. 

Por otro lado, la demandante tuvo que dedicar infructuosos 

y penosos trámites de queja para intentar ser excluida del 

fichero de “morosos”, sin ver atendida su reclamación y con 

las circunstancias de financiación expuestas en su caso, lo 

que inevitablemente intensifica la situación de angustia para 

la sociedad ante la incertidumbre en que se encuentra. 

Finalmente, se sabe que la inclusión en el fichero se 

produjo el 15 de marzo de 2017, pero no consta la fecha en que 

se ha procedido a su exclusión, de ahí que condene a la 

demandada a la exclusión del fichero si siguiera el registro, 

lo que además no ha sido recurrido.  

Hemos de partir de que no proceden indemnizaciones 

simbólicas, así que la intromisión ilegítima siempre produce 

un daño moral. Por otro lado, es razonable la valoración de la 

juez de instancia que, como máxima de experiencia 

generalizada, permite considerar que una situación como la 

examinada genera en el común de las personas situaciones de 

desasosiego, ansiedad, e incertidumbre.   

Es evidente que la juzgadora ha utilizado correctamente 

los criterios de prudente arbitrio a que se remite el Tribunal 

Supremo para fijar la cuantía de la indemnización. El cual, no 

puede ser sustituido por el criterio subjetivo y parcial de 

los litigantes.  

Tal es así que, en supuestos similares, las cuantías han 

variado sin que ello suponga infracción alguna de valoración. 

Así el Tribunal Supremo en la STS nº 237/2019, de 23 de abril, 

valida una indemnización de 3000 euros, pero en la STS nº 

245/2019, de 25 de abril, admite una indemnización por daño 

moral de 10.000 euros, o la STS de 21 de junio de 2018, la 

indemnización se fija en 6.000 euros. 
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Caixabank canceló dichos datos en cuanto tuvo conocimiento de 

la personación del demandante en el proceso de ejecución 

hipotecaria, por lo que el demandante no tuvo que soportar un 

proceso complicado para obtener la cancelación de tales datos. 

Teniendo en cuenta esos datos, que se indemniza exclusivamente 

el daño moral, que el demandante era un profesional en el 

sector en el que operan varias de las empresas que consultaron 

los datos, y tomando en consideración las indemnizaciones 

medias que este tribunal ha fijado en otros supuestos 

similares, procede reducir sensiblemente la indemnización, 

hasta fijarla en la cantidad de 10.000 euros. 

Atendiendo a lo expuesto, la parte recurrente no evidencia 

error de juicio valorativo plasmado en la sentencia de 

instancia que deba ser corregido. 

 

TERCERO.- De conformidad con lo dispuesto en el art. 398.1 

LEC procede imponer las costas de esta alzada a la parte 

apelante. 

 

Vistos los artículos citados y demás de general y 
pertinente aplicación 
 
 

 
 

FALLAMOS 
 
 
 

     Que debemos desestimar y desestimamos el recurso de 

apelación interpuesto por la representación procesal de ORANGE 

SPAGNE S.A.U., contra la sentencia dictada el día 31 de julio 

de 2019 por el Juzgado de  Primera Instancia e Instrucción 3 O 

Porriño en el juicio ordinario nº 515/2017, confirmándose en 

su integridad, con imposición de las costas de esta alzada a 

la parte apelante. 

 
Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos 

y firmamos. 

 

 

 

 

 

 

 

 






